
CARTA ABIERTA a los 
Miembros de la Junta del Fondo Verde para el Clima

Exhortamos a la Junta del Fondo Verde para el Clima a rechazar la solicitud de financiamiento 
(FP146) “Bio-CLIMA Project. Integrated climate action to reduce deforestation and strengthen 
resilience in BOSAWÁS and Rio San Juan Biospheres” (*) (Proyecto Bio-CLIMA. Acción climática 
integrada para reducir la deforestación y fortalecer la resiliencia en BOSAWÁS y Biosferas de Río 
San Juan), presentado por el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) en nombre 
del gobierno de Nicaragua. Esta solicitud de financiamiento deja de manifiesto por qué el Fondo 
Verde para el Clima debe dejar de aportar fondos a proyectos REDD de manera urgente: la 
descripción tendenciosa e incompleta de las causas de la deforestación y las preocupantes 
actividades que resultan de este análisis inadecuado presentado en la FP146 evidencian una vez 
más que REDD es un concepto que no ha contribuido a resolver los factores causantes de la 
deforestación. Peor aún, su aplicación pone en riesgo las formas de sustento e incluso las vidas de 
las personas y exacerba los conflictos, tanto entre los organismos estatales y quienes proponen el 
proyecto REDD por un lado, y las comunidades que ejercen sus derechos tradicionales a la tierra 
por el otro, así como entre y dentro de las comunidades.

La solicitud de financiamiento del BCIE afecta las áreas protegidas de Bosawás e Indio Maíz, en las
Regiones Autónomas de la Costa del Caribe de Nicaragua. En estas dos zonas se encuentran los
mayores bosques intactos de Latinoamérica después de la Amazonía, que por generaciones han
sido  protegidos  por  pueblos  indígenas  y  comunidades  afrodescendientes  cuyos  territorios  se
superponen en gran parte con las áreas protegidas Bosawás e Indio Maíz.   

La solicitud de financiamiento REDD presentada por el BCIE en nombre del gobierno de Nicaragua
plantea un riesgo extraordinariamente elevado y predecible de incrementar las tensiones sobre el
uso de la tierra en una zona donde la (in)acción histórica de los gobiernos de turno ha provocado
una escalada de asentamientos ilegales y extractivismo empresarial dentro de los territorios de
pueblos  indígenas  y  comunidades  afrodescendientes  en  las  dos  zonas  en  donde  se  centra  la
solicitud de financiamiento.  El  resultado ha sido una deforestación masiva,  con la destrucción
anual de 150.000 hectáreas de bosque en Nicaragua entre 2005 y 2015, gran parte de las cuales
fueron en las áreas protegidas de Bosawás e Indio Maíz/Río San Juan.
 
La implementación de esta propuesta de financiamiento está destinada a violar los derechos de
los pueblos indígenas. Las actividades descritas en la solicitud de financiamiento no reducirán la
deforestación  en estas  grandes  zonas  de bosque intacto  de la  Costa  del  Caribe de Nicaragua
porque  el  proyecto  ignora  causas  claves  de  la  deforestación,  tales  como  el  otorgamiento  de
permisos de extracción maderera y minera a empresas extranjeras sin el consentimiento de las
autoridades competentes en los territorios de pueblos indígenas.  Por ejemplo,  al  mes de una
nueva  ley  que  creó  la  Compañía  Minera  Nicaragüense  en  2017  y  que  facilitó  el  acceso  a
concesiones  mineras  para  empresas  extranjeras,  el  total  de  tierras  con  concesiones  mineras
aumentaron más del doble, de aproximadamente 1,2 millones a 2,6 millones de hectáreas. Esto es
más del 20 por ciento del país. Alrededor de 853.800 hectáreas de esas concesiones están en la
zona de amortiguamiento del área protegida Bosawás.1

Un informe reciente también expone el vínculo entre las concesiones mineras, la deforestación y
la violencia en las zonas en las que se centra el FP146. El informe revela que los directores de tres

1 Oakland Institute (2020): Is Nicaragua For Sale? Foreign Mining Companies Are Eager to Buy. 
https://www.oaklandinstitute.org/nicaragua-sale
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compañías mineras están detrás de una de las empresas madereras, MLR Florestal, responsable de
la destrucción de bosques y situaciones de violencia en estas zonas.2 Muchas de las concesiones
industriales dentro de esas zonas han sido entregadas sin el consentimiento legalmente requerido
de  los  pueblos  indígenas,  cuyos  territorios  están  siendo  destruidos  por  estas  actividades
madereras y mineras. 

Si bien la solicitud de financiamiento menciona a la ganadería como causa de deforestación, no
presenta un análisis exhaustivo de las causas subyacentes, tales como un sector cárnico orientado
a la exportación, con vínculos entre la industria de exportación y la ganadería a menudo realizada
en  asentamientos  ilegales  dentro  de  territorios  de  pueblos  indígenas.  Como  resultado,  las
actividades propuestas para manejar los asentamientos ilegales y la ganadería no lograrán reducir
la deforestación y provocarán más violencia y desesperanza.

Otro agente de deforestación al que no se hace alusión en la solicitud de financiamiento es la falta
de acción gubernamental a lo largo de los años para completar el paso final del reconocimiento
legal de los territorios de pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes en las dos Regiones
Autónomas  de  la  Costa  del  Caribe.  Estos  derechos  están  protegidos  por  la  Constitución
nicaragüense,  y  la  Ley  Constitucional  28  requiere,  entre  otras  cosas,  este  paso  final  llamado
Saneamiento, o curación de la tierra. Exige que el Estado suprima a todos los colonos y compañías
que operan dentro de los territorios de pueblos indígenas que no tengan títulos legales o acuerdos
de arrendamiento con las autoridades comunitarias apropiadas.

Pueblos indígenas tales como la Alianza de Pueblos Indígenas y Afrodescendientes de Nicaragua
(APIAN) han advertido que “están colonizando todos los territorios indígenas y afrodescendientes
de Nicaragua. En la Reserva Biológica Indio-Maíz se están estableciendo mineros en busca de oro y
en numerosas  ocasiones  grupos  armados  han amenazado a familias  de los  Pueblos  Indígenas
Rama y Afrodescendientes Kriol. Mientras tanto, en la Reserva de la Biosfera de Bosawás, grupos
de hombres armados con armas de guerra provocaron el desplazamiento forzado de comunidades
enteras de los pueblos indígenas Miskitos y Mayangna, y el Estado ha fracasado en proteger a esos
pueblos a  pesar  de múltiples  pedidos”3.   A  pesar  de los reiterados llamados por parte  de las
asociaciones de pueblos indígenas para que el gobierno de Nicaragua implemente plenamente
una decisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que confirma esta obligación legal
del estado, el gobierno no ha tomado medidas concretas para eliminar los asentamientos ilegales
o las corporaciones que operan sin el consentimiento de las comunidades indígenas.4

En suma, la solicitud de financiamiento REDD presentada por el BCIE no menciona en lo absoluto
ni a la minería ni a la extracción maderera industriales, así como tampoco a la falta de acción del
gobierno en llevar a cabo el  Saneamiento en los territorios indígenas reconocidos en las áreas
protegidas de Bosawás e Indio Maíz/Río San Juan. En cambio, la solicitud de financiamiento es una
más de la larga lista  de propuestas  REDD que perpetúan el  discurso unilateral  de  culpar  a  la
agricultura campesina de la deforestación. Si  bien los asentamientos ilegales son sin duda una
causa de deforestación en esas dos áreas protegidas y en los territorios indígenas, la propuesta de
financiamiento no brinda la contextualización y el análisis de este fenómeno, el cual sería crucial
para obtener respuestas adecuadas a esta devastación.

2 Oakland Institute, Octubre 2020: One Degree Removed. MLR Forestal’s Ties to Indigenous and Afro-descendant 
Rights Violations. https://www.oaklandinstitute.org/one-degree-removed 
3 https://redd-monitor.org/2020/01/12/nicaraguan-alliance-of-indigenous-and-afro-descendant-peoples-statement-
of-concern-about-world-bank-redd-deal/ 
4 The New Colonization of Nicaragua’s Caribbean Coast. https://nacla.org/news/2016/09/06/new-colonization-
nicaragua  ´s  -caribbean-coast   
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El cumplimiento del gobierno de esta obligación legal sería una contribución importante al cese de
la  deforestación  en  estos  territorios  indígenas.  Sería  especialmente  importante  a  la  luz  de  la
escalada  de  asentamientos  ilegales  desde  el  estallido  de  la  pandemia  del  COVID-19.  Esos
asentamientos  no  serían  posibles  sin  la  complicidad  de  las  autoridades  estatales  y  de  la
participación del  sector  privado (tanto  de capitales  nacionales  como extranjeros).  Esta  misma
situación favorece la construcción de nuevas iglesias dentro y alrededor de los asentamientos
ilegales. Un informe de julio de 2020 identifica la construcción ilegal de un total de 23 iglesias
dentro del área protegida de Indio Maíz/Río San Juan.5 El informe señala el apoyo explícito de las
autoridades  gubernamentales  para  la  construcción ilegal,  citando como ejemplo la  oficina  del
alcalde de un pueblo de la región que proveyó los materiales de construcción. 

La escalada de asentamientos ilegales desde el estallido de la pandemia del COVID-19 también
provocó un alarmante aumento de gente asesinada. El número de personas indígenas que han
sido asesinadas en conflictos con los invasores prácticamente se ha duplicado, en comparación
con años recientes.6 Desde enero de 2020, diez personas de las comunidades de los Mayangna y
los Miskitos, en la Región Autónoma de la Costa Norte del Caribe, fueron asesinadas, elevando a
46 el número total de asesinatos desde 2015.

En febrero de 2020, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos (ACNUDH) subrayó la falta de protección de los derechos de los pueblos indígenas y la
impunidad por los crímenes cometidos contra pueblos indígenas en las regiones donde se llevaría
a cabo el Proyecto BIO-CLIMA. ACNUDH urgió al gobierno de Nicaragua a adoptar las medidas
necesarias para impedir que continúe la violencia y proteger la tierra, los territorios y los recursos
de las comunidades indígenas.7 Pero desde entonces la situación ha cambiado para peor.

Nada de esto se refleja en la solicitud de financiamiento que el  BCIE presentó en nombre del
gobierno de Nicaragua. Por el contrario, la solicitud de financiamiento incluye actividades que en
esencia  darán  impunidad a  los  asentamientos  ilegales.  Incluso  la  propia  evaluación  de  riesgo
ambiental y social del Fondo Verde para el Clima calificó como “importantes” los “riesgos de la
intervención  del  proyecto  que  pueden  agravar  los  conflictos  entre  campesinos-colonos  y
comunidades (de pueblos indígenas)”.

En otras  palabras,  esta solicitud de financiamiento REDD seguramente no abordará  las causas
reales de la deforestación en los bosques de Bosawás e Indio Maíz y las 42 acciones propuestas
incluyen varias que muy probablemente agravarán los conflictos existentes que tienen su raíz en
políticas gubernamentales que empujan a los campesinos a adentrarse en territorios de pueblos
indígenas.

Además,  la  solicitud  de  financiamiento  REDD  del  BCIE  propone  un  procedimiento  de
“consentimiento  libre,  previo  e  informado”  que  socava  la  protección  legal  otorgada  a  los
territorios indígenas de las Regiones Autónomas de la Costa del Caribe, donde se implementarán
la mayoría de las actividades comprendidas en la solicitud de financiamiento FP146.  

5 Iglesias continúan profanando Reserva Indio-Maíz 
https://www.facebook.com/RioSanJuan/photos/pcb.3299579060104198/3299575546771216 
6 Revista Amazonas: Por el fin de la violencia contra las mujeres y pueblos indígenas de Nicaragua. 
https://www.revistaamazonas.com/2020/07/15/por-el-fin-de-la-violencia-contra-las-mujeres-y-pueblos-indigenas-de-
nicaragua/ 
7 https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=25624&LangID=E 
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La ley 28 de la Constitución de Nicaragua garantiza la inalterabilidad de los derechos a la tierra de
Indígenas y Afrodescendientes y reconoce el derecho de estas comunidades a ejercer total control
sobre sus tierras. Las decisiones sobre el uso de la tierra, por lo tanto, competen a la comunidad.

Más del  80% del  presupuesto  de la  propuesta  de financiamiento se  gastará  en las  dos  áreas
protegidas  que  incluyen  grandes  partes  de  territorios  de  pueblos  indígenas  y  comunidades
afrodescendientes,  donde  las  comunidades  tienen  garantizados  estos  derechos  legales  a
determinar el uso de esa tierra. La solicitud de financiamiento del BCIE no oculta el hecho de que
la propuesta no ha sido discutida aún con las comunidades de estos territorios.

¿Cómo, entonces, puede el BCIE argumentar que cumple con el requisito del Fondo Verde para el
Clima  para  las  solicitudes  de  financiamiento  que  afectan  territorios  de  pueblos  indígenas,  de
demostrar “consentimiento libre, previo e informado”? El BCIE simplemente propone excluir a las
comunidades que no dan su consentimiento a las actividades propuestas. Esto, como mínimo, es
una interpretación muy  inverosímil  del  principio de Consentimiento Libre,  Previo e  Informado
(CLPI).  De hecho,  dada la situación actual  de intimidación y represión masiva de las opiniones
críticas en Nicaragua, que ha dado lugar a una nota, entre muchos otros, del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos, que la Secretaría del Fondo Verde para el Clima dé
andamiento a una propuesta que incumple de tal manera el procedimiento del CLPI, seguramente
pondrá en situación de riesgo a los miembros de las comunidades de estos territorios indígenas y
afrodescendientes. ¿Es a esto a lo que equivale en la práctica la política CLPI del Fondo Verde para
el Clima? Un informe publicado hace algunas semanas identifica numerosas instancias en las que
gobiernos paralelos que cuentan con el aval del Estado se apropiaron de derechos indígenas a la
tierra para controlar el otorgamiento de títulos y concesiones a la tierra.8  

¿Cómo puede una propuesta de financiamiento con un enfoque de Consentimiento Libre, Previo e
Informado tan inadecuado ser aprobada por el proceso de evaluación del Fondo Verde para el
Clima cuando está profusamente documentado que el derecho constitucional de las comunidades
de  pueblos  indígenas  y  afrodescendientes  de  los  territorios  afectados  por  la  solicitud  de
financiamiento del BCIE ha sido y continúa siendo amenazado?

El fracaso del proceso de selección del Fondo Verde para el Clima para REDD ha sido nuevamente
puesto al descubierto por la Secretaría que adelantó  el FP146 para su aprobación por la Junta.
Esto viene justo después de la 26a reunión de la Junta del Fondo Verde para el Clima en agosto de
2020  (B26),  donde  algunos  miembros  de  la  Junta  expresaron  sus  críticas  con  respecto  a  la
deficiente calidad de evaluación de las propuestas REDD presentadas para aprobación de la Junta.
Las expresiones de preocupación tales como las manifestadas por los miembros de la Junta en el
B26 son importantes. Pero si no están seguidas de acciones, resultan ser un ejercicio en vano.
Claramente es tiempo de poner fin al experimento del Fondo Verde para el Clima de financiar
REDD.  

Esta propuesta de financiamiento presentada por el BCIE en nombre del gobierno de Nicaragua
demuestra  por  qué  es  imperativo  que  el  Fondo  Verde  para  el  Clima  cese  de  inmediato  el
financiamiento  de  REDD.  Que  una  propuesta  de  proyecto  como  FP146,  que  se  basa  en  una
evaluación tan peligrosamente inadecuada de las causas y el contexto de la deforestación, pudiera
ser aprobada por el proceso de evaluación del Fondo Verde para el Clima, es muy preocupante. De
hecho, la omisión de haber evaluado adecuadamente los riesgos contenidos en esta solicitud de

8 Oakland Institute (2020): Is Nicaragua For Sale? Foreign Mining Companies Are Eager to Buy. 
https://www.oaklandinstitute.org/nicaragua-sale  
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financiamiento REDD y el haber presentado esa propuesta REDD a la aprobación de la Junta corre
el riesgo de amenazar la vida de las personas en un contexto de violenta represión estatal de las
opiniones críticas en Nicaragua. Permítanos recordarles que para las organizaciones de la sociedad
civil siquiera publicar una carta que critica el pedido de financiamiento presentado a la Junta del
Fondo Verde para el Clima representa exponerse a un riesgo real de represión y criminalización. 

La aprobación del FP146 sin duda pondría en serio riesgo la reputación del Fondo Verde para el
Clima: conflictos, criminalización y represión de opiniones críticas son una realidad previsible si
esta solicitud de financiamiento es aprobada por  la  Junta  del  Fondo.  Por  todas  estas  razones
exhortamos a la Junta a que rechace la solicitud de financiamiento FP146 del BCIE para el  “Bio-
CLIMA  Project.  Integrated  climate  action  to  reduce  deforestation  and  strengthen  resilience  in
BOSAWÁS and Rio San Juan Biospheres” (Proyecto Bio-CLIMA.  Acción climática integrada para
reducir la deforestación y fortalecer la resiliencia en BOSAWÁS y Biosferas de Río San Juan) y
suspenda la aprobación de nuevas solicitudes de financiamiento de REDD+.  

* Nota: https://www.bcie.org/operaciones-y-adquisiciones/operaciones-en-proceso/detalle-
operaciones-en-proceso/bio-clima-nicaragua  (Actualmente no disponible)
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